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	REPUBLICA DE CUBA

Misión Permanente ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales con sede en Suiza


Nota No. 171/2019

La Misión Permanente de Cuba ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales con sede en Suiza saluda atentamente a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y tiene el honor de referirse a la Nota con fecha 8 de febrero de 2019, sobre los derechos de las personas adultas mayores con discapacidad, en virtud de la resolución 35/6 del Consejo de Derechos Humanos.

Al respecto, la Misión Permanente de Cuba tiene a bien trasladar los comentarios siguientes:

Para el Estado cubano resulta esencial la atención de las personas con discapacidad y a los adultos mayores, por lo que ha llevado adelante una estrategia de desarrollo fundada en los principios de libertad, equidad, justicia social e inclusión, que ha colocado en el centro de atención al ser humano, potenciando su desarrollo integral, autorrealización y plena integración. 

Como parte de la actualización del modelo de desarrollo económico y social, Cuba continuará fortaleciendo su marco jurídico-institucional para la promoción y protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad y de los adultos mayores. Con la aprobación de la nueva Constitución, se realizará un progresivo ajuste legislativo en el país, que incluirá lo referido a las personas con discapacidad. 

Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas

para los Derechos Humanos

Ginebra

Al concluir el año 2018, había en Cuba 447674 personas con discapacidad. De ellos, 207290 mujeres, 189859 adultos mayores y  54009 niños, niñas y adolescentes.

Aunque en estos momentos no existe una legislación específica sobre los derechos de las personas con discapacidad y los adultos mayores, la legislación vigente establece las garantías, procedimientos y recursos legales suficientes para prevenir o responder ante violaciones de los derechos de las personas adultas mayores con discapacidad, que están armonizados con el espíritu de la Convención.

El régimen de la Asistencia Social en Cuba, protege a 35523 personas con discapacidad a través de prestaciones económicas. Para la atención a las personas que carecen de familiares en condiciones de prestar ayuda, se mantiene el servicio de Asistente Social a Domicilio, dirigido a adultos mayores con discapacidad severa o movilidad restringida. El servicio dispensa cuidados personales y del hogar, en el domicilio del beneficiario y facilita su acceso a los servicios de la comunidad. En la actualidad reciben el servicio de Asistente Social a Domicilio, 1269 personas con discapacidad. 

También se implementa el Sistema de Alimentación a la Familia, con presencia en todas las comunidades del país. Igualmente, están disponibles 6111 trabajadores sociales que proporcionan apoyos a toda la población, y en especial, a las personas con discapacidad que son adultos mayores. 

La integración de las personas adultas mayores con discapacidad en la comunidad implica que los servicios sociales destinados a este grupo social sean efectivos y respondan a sus necesidades. Sobre la base de estos principios se desarrollan varios programas específicos contenidos dentro del sistema de la Seguridad Social. Al cierre del 2017 para programas vinculados con la Salud Pública y la Asistencia Social, se ejecutaron 10 707 millones de pesos cubanos, destinados al funcionamiento de hospitales, policlínicos, clínicas estomatológicas, hogares de personas con discapacidad y otros, que son de cobertura universal y gratuita. 

Para la atención a las personas con discapacidad que son adultos mayores, en Cuba existen 293 casas de abuelos con 13388 capacidades de seminternado, de ellas 9 casas para adultos mayores con discapacidad psicosocial. También existen 155 hogares de ancianos y 30 centros médicos psicopedagógicos con 2525 internos y 1063 semi internos con discapacidad psicosocial severa y profunda.

Existen 421 servicios de rehabilitación con que cuenta el país en todo el territorio nacional. En 2017 se vincularon a ellas 2852 personas, que incluyen adultos mayores con discapacidad. Además, se crearon grupos multidisciplinarios en los que participan médicos y psicólogos, buscando crear estrategias individuales para la inclusión de la persona en la sociedad con una mayor participación de la familia.
Otros servicios que se ofrecen en la comunidad son la asistencia personalizada como apoyo para la realización de las actividades de la vida diaria, la atención a su salud, la elaboración de alimentos y el aseo; se facilita el material aséptico y las ayudas para la movilidad, la ubicación de los medicamentos en la farmacia más cercana al hogar; la atención médica y la rehabilitación física en el hogar de la persona con discapacidad y los adultos mayores, el pago de subsidios, pensiones y chequeras a domicilio que realiza un funcionario de las agencias bancarias designado para estas tareas; el servicio de abogacía o notarial que realizan las instituciones judiciales cuando la persona adulta mayor con discapacidad no puede trasladarse hasta a institución pública que presta ese servicio, entre otros.
No existe ningún tipo de limitación para que personas con discapacidad y los adultos mayores tengan pleno acceso a la justicia, a los tribunales e intervengan de manera activa con los mismos derechos que el resto de los ciudadanos.
No se han conocido denuncias recientes sobre tortura, violencia o abuso cometido contra personas adultas mayores con discapacidad. Por la propia esencia de nuestro sistema social, la tortura es inadmisible y bajo ninguna circunstancia se prevé la posibilidad de su utilización. Aquellos que cometan un acto de este tipo serían sancionados acorde con la legislación penal vigente.
Las personas adultas mayores con discapacidad que en el pasado han sido víctimas de abuso, explotación o violencia son atendidas por grupos especializados en el tratamiento de casos de esta índole, los que incluyen a las autoridades policiales encargadas de dilucidar el asunto, las autoridades e instituciones médicas responsables de los tratamientos físico y psicológico y, esencialmente, la familia.
Constituye una práctica del Estado cubano realizar consultas populares a toda la población, ante la promulgación de una legislación o política alrededor del tema como el envejecimiento. Esto incluye a las personas con discapacidad y a los adultos mayores, que tienen la posibilidad de participar en dichos procesos como sujetos de derecho en igualdad de condiciones. Por ejemplo, participaron activamente en los procesos de consulta sobre la modificación de la Ley de Seguridad Social en 2008, el Código del Trabajo en 2013 y recientemente en las consultas sobre el proyecto de nueva Constitución.

Entre las principales iniciativas desarrolladas el año en curso para proteger los derechos de las personas con discapacidad se encuentran: 

· La defensa del Informe Inicial de Cuba ante el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad los días 26 y 27 de marzo de 2019, en Ginebra Suiza.

· La aprobación de la Instrucción No. 244 del Consejo de Gobierno del Tribunal Supremo Popular, de fecha 15 de marzo de 2019, relativa a los mecanismos procesales para la graduación del ejercicio de la capacidad jurídica, según el modelo de apoyo al ejercicio de dicha capacidad, con la siguiente implementación de ajustes necesarios para el acceso a la justicia, entre ellos las resoluciones judicial de lectura fácil.  

La Misión Permanente de Cuba ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra y los Organismos Internacionales con sede en Suiza, aprovecha la ocasión para reiterar a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos el testimonio de su consideración.
Ginebra, 8 de abril de 2019
